










































































































































































































tratar los acápites precedentes podría configurar e l delito 

tipificado en el artículo 248 del Código Penal. 

De este modo, en base a los fundament os y probanzas 

referenciados, cabe concluir que el Agente Fiscal acusado 

incurrió en mal desempeño en sus funciones cesando de esta 

manera la "buena conducta" que era la condición 

indispensable para la preser vación de su empleo conforme lo 

establece el art. 176 de la Constitución provincial -en 

concordancia con el art. 110 de la Constitución nacional -, 

reglando en los arts. 180, 182 y siguientes - al igual que el 

art. 187 para l os delitos ajenos a sus funciones- los 

mecanismos institucionales que se aplicarán a dichos 

Magistrados para su suspensión y/o remoción, es decir , para 

decidir acerca de su responsabilidad política. 

En consecuencia, el doctor Palacios ya no reviste 

las condiciones que suponen su continuidad en la función, 

debiendo ser apartado de su cargo. 

Por todo lo expuesto, voto por la afirmativa. 
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A la primera cuestión planteada, el doctor 

Guillermo Ricardo CASTELLO dijo: 

Adhiero en todos sus términos al voto efectuado por 

el distinguido conjuez que vota en primer término, doctor 

Allan, por reflejar mi sincera convicción (art. 48, ley 

13.661). 

Voto por la afirmativa. 

/ 
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A la primera cuestión planteada, el señor 

Presidente del Jurado, doctor Eduardo Néstor de LÁZZARI, 

dijo: 

Adhiero, en lo concordante al voto del Jurado Juan 

Pablo Allan con el alcance que sigue. 

I. La prueba recibida en la audiencia pública y la 

incorporada por lectura a este juicio, permiten afirmar que 

el Agente Fiscal Carlos Washington Palacios incurrió en la 

comisión de hechos cometidos con motivo o en ejercicio de 

sus funciones que pueden ser calificados como delito y las 

faltas previstas en el art. 21 de la ley 13.661 (según ley 

14.441). 

II. La conducta reprochable que genera su 

responsabilidad politica tuvo lugar en ocasión del trámite 

de la Investigación Penal Preparatoria 13.625-14 que 

instruyó como Fiscal a cargo de la UFI 1 de Pilar. 

El expediente se inició mediante la presentación de 

un escrito ante dicha fiscalia en noviembre de 2014, a 

través de la que César Emiliano Jaunarena denunció, con el 

patrocinio letrado de una abogada, haber sido víctima de 

amenazas telefónicas y que personas extrañas seguían sus 

pasos; alli sol icitó ser convocado a audiencia para ampliar 

sus dichos y por considerar que se hallaba en riesgo su 

integridad física y la de su familia. 

El 25 de noviembre de 2014 el fiscal Palacios le 

recibió declaración testimonial, en la cual Jaunarena 

manifestó que vinculaba las amenazas sufridas con su 

actuación como testigo de dos allanamientos ( realizados en 

la localidad de Rincón de Milberg, partido de Tigre) y del 
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acta que los documentaba (en la IPP 1654-13 seguida a 

Alcides Díaz Gorgonio por el delito de robo agravado 

cometido en perjuicio de las víctimas Massa-Galrnarini en el 

año 2013). 

Jaunarena refirió, entre otros detalles, que el 

fiscal (Magaz) que se hallaba presente en las diligencias 

"sacó un fajo grande de dólares y seis fajos de pesos, que 

dijo el fiscal, estos últimos tendrían diez mil pesos 

uno" y que antes de firmar "el papeleo" quiso leerlo, 

pero "el policía que los había escrito dijo que no hacía 

falta leerlo porque lo único que iba a encontrar era que se 

había escrito menos plata de la que en realidad se había 

o"\O(,\\,~\\~'i:.t encontrado". 
[\ \.~it- pt,\I (lt\ \~~1,~Ú~t,\Ú~~ - • , 

t\eút1'~1111~\,,1,tc~} 1 Anad10 que igualmente leyó y vio que se había 
,(\,w.\'1)\? ~:: ~~ i'i,.tM> ~\\t 

~1~11tit1• consignado el secuestro de "mil y pico de dólares y cuarenta 

mil pesos. Que también llegó a leer que pusieron que en el 

segundo allanamiento sólo habían encontrado veinticinco mil 

pesos". Continuó indicando que luego corno la hoja firmada 

por Díaz tenía una mancha de sangre vol vieron a hacer los 

papeles, firmaron y que si bien no pudo leerlos con 

detenimiento figuraban los mismos elementos secuestrados e 

incluso se llevó una copia del acta. 

En ese mismo relato dijo que días después fue 

llevado a declarar a la fiscalía y que el fiscal que 

investigaba el robo le dijo "que no diga que se encontró más 

dinero de lo que estaba escrito" y que el declarante le hizo 

caso al fiscal y declaró que "se secuestró lo que estaba 

escrito en el papel que le hicieron firmar en la Comisaría". 

Siguiendo con su declaración, Jaunarena se refirió a las 
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amenazas que dijo haber recibido y su sospecha de que 

provenían de "personal policial de Tigre para que siempre 

declare lo que se escribió en los papeles del allanamientoll. 

III. El doctor Palacios alegó al prestar 

declaración en la audiencia pública ante este Jurado que, 

frente a tales manifestaciones de Jaunarena se encontraba 

habilitado para investigar no sólo las amenazas denunciadas 

sino también los posibles ilícitos cometidos durante el 

allanamiento y su documentación. 

Explicó que la Instrucción General 225/06 de la 

Fiscalía General de San Isidro establecía, para casos en los 

que estuviera imputado personal policial, un sistema de 

investigaciones cruzadas entre fiscalías ubicadas en 

diferentes localidades con la finalidad de que no fuera el 

mismo fiscal que habitualmente trabajaba con ciertas 

dependencias policiales quien debiera investigar los delitos 

que a los mismos se le atribuyeran. Y, teniendo en cuenta 

que dicha Instrucción disponía que los hechos cometidos por 

funcionarios policiales en el Distrito de Tigre debían 

dilucidarse en el Distrito de Pilar (asiento de la fiscalía 

del doctor Palacios), afirmó que la denuncia de amenazas de 

Jaunarena con alusión asimismo a irregularidades en los 

allanamientos lo facultaba a ocuparse también de esta última 

cuestión. 

Sin embargo, esta explicación no es atendible ya 

que el doctor Palacios no desconocía que la misma 

Instrucción General 225 del año 2006 dispuso la creación de 

la Unidad Funcional de Investigaciones Complejas para la 

intervención en las investigaciones penales preparatorias en 
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virtud de hechos cometidos por funcionarios públicos en el 

ejercicio de sus atribuciones. 

Por lo tanto, desde que es claro que en el 

testimonio de Jaunarena se señalaba al fiscal que intervino 

en los allanamientos realizados en la causa seguida a 

Gorgonio Alcides Díaz, como partícipe de ilícitos cometidos 

en el ejercicio de su función, el Doctor Palacios debió 

a la Instrucción aludida y remitir lo actuado 

menos lo referido al allanamiento- a la Unidad 

Funcional de Investigaciones Complejas y no mantenerla 

radicada ante la fiscalía a su cargo con el argumento de que 

los imputados eran miembros de la policía. 

El haberse desentendido de lo dispuesto en la s Al er~T() <;1'\l:HE2 
Dr. U , - . · útado 

IV. 
·r,tanv,,r,, .... , .. -"· . · I t • ~ 

. -. nt''e','·,,1 ,,adc:¡·{·unc1onan0$ ns ruccion 
¡(illfült •• ,, '. ' 

General 225/06 de la Fiscalía de Cámaras, sumado 
~ro~inciade Buenos Aire~ 

-
a una serie de indicios que seguidamente se enunciarán, es 

indicativo de que el Doctor Palacios incurrió en una 

sobreactuación, extralimitándose en relación a las supuestas 

irregularidades de los allanamientos y, paralelamente, 

descuidando la dilucidación del delito de amenazas 

denunciado por Jaunarena, respecto del cual omitió disponer 

elementales medidas de prueba. 

IV.l. Cabe interpretar que, en el afán de conservar 

la intervención que no le correspondía en relación a los 

allanamientos, ingresó al sistema del ministerio público la 

I.P.P., sin consignar información relevante. Incluso, su 

forma de actuación dio lugar a que Jaunarena declarara que 

había sido "patrocinado" por el fiscal Palacios. 

IV. 2. No se procuró disponer, entre las primeras 

medidas de instrucción, las conducentes a establecer a 
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través de las empresas de telefonía si Jaunarena y su madre 

habían sido titulares de líneas telefónicas ( dado que el 

denunciante no suministró números telefónicos en los cuales 

habría recibido las amenazas} para, a partir de allí, 

intentar establecer su existencia y origen, o bien sol icitó 

las correspondientes a fechas distintas a aquellas en las 

cuales habrían tenido lugar las amenazas. 

La secretaria de la fiscalía del doctor Palacios, 

doctora Basiglio también manifestó ante el Jurado que hubo 

un desvío del objeto de la pesquisa ya que empezó corno 

amenazas, que no fueron investigadas, y derivó en la 

vinculada con el robo imputado a Díaz. Refirió, además, que 

el acusado se llevó el expediente iniciado por denuncia de 

Jaunarena a su casa durante la feria judicial, que la 

manejaba como una causa secreta y que el abogado Pérez 

Bodria y personal de Asuntos Internos de la policía 

concurrían a hablar con el fiscal Palacios sobre el 

expediente. A criterio de la testigo, la fiscalía del doctor 

Scapolán era 

dependencia 

allanamiento. 

la 

ya se 

que debía intervenir, pues en esa 

investigaba lo vinculado con el 

Acerca del tipo de medidas que se adoptan en casos 

de denuncia de amenazas el testigo Maurici o Albareda, 

entonces Instructor en la Fiscalía Ti gre Centro, describió 

las diligencias que apuntan a identificar la titularidad de 

las líneas, la cantidad de líneas por equipo y otras que, en 

el expediente a cargo del doctor Palacios no fueron 

adoptadas prontamente. 

El testigo Jarich, instructor judicial en la causa 

108 



t 

penal seguida al doctor Palacios, igualmente manifestó que 

el acusado se había llevado la causa a su casa durante las 

vacaciones y que por esa razón cuando la pidieron no se la 

pudieron enviar. 

IV. 3. A todo evento, frente a las referencias de 

Jaunarena sobre la comisión de ilícitos en los 

allanamientos, era de rigor formar un expediente por 

parado pues como lo señaló el testigo Lloret, desde su 

condición de fiscal, en esos supuestos se formaba una nueva 

causa a partir de la causa madre. 

IV.4. Establecido, entonces, que el acusado no 

tenía facultades para actuar en relación al allanamiento 

1:.~1:1. cuestionado, no puede sostenerse -como se pretendió- que sus 
1":RiOG\M 

\} 5 t>-1-~ ~ 1iu1odo • • Ot, \•úol'tlman~n\e /; ·l·u~.d~nit\a\Comunicaciones con la familia de Díaz ( acusado por el robo a te, , 1,.,1¡\1auo, 1 
· m'e~toue ••, ~ie~ 1
~
11 y¡Q~\ntlióeguenoi I las víctimas Massa-Galmarini), esto es su mujer Graciela 

e 

Garate y sus dos hijas estuvieran amparadas por el deber de 

informar a las víctimas que establece el art. 83 del Código 

de Procedimiento Penal. 

Por otro lado, se advierte que existe una 

coincidencia temporal entre la denuncia efectuada por 

Jaunarena por amenazas ante el fiscal Palacios con la 

petición de la señora Garate de que el fiscal Scapolán 

desarchivara la IPP 8783 en la cual la nombrada había 

denunciado un robo que la damnificó durante la ejecución del 

allanamiento. 

IV. 5. Asimismo, aun cuando el acusado del robo, 

Alcides Díaz Gorgonio era miembro de la Prefectura Nacional, 

el testigo del allanamiento (Jaunarena) fue puesto bajo 

custodia de esa misma fuerza en su carácter de testigo 
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protegido según lo indicaron testimonios como el del testigo 

Logozzo, verificándose además respecto del nombrado una poco 

clara situación con la intervención de personas ajenas a la 

investigación, como los abogados Esteban Español y Pérez 

Bodria. 

En ese sentido destacan las manifestaciones del 

testigo Gustavo Logozzo, de las que surge la llamativa 

situación en que los abogados Esteban Español y Pérez Bodria 

aparecen inmiscuyéndose en las actuaciones, presenciando 

declaraciones en el sumario administrativo y luego, 

requiriendo al dicente el domicilio del testigo de actuación 

Jaunarena. Agregó que lo ubicó y que efectivamente se 

reunió con el abogado, ignorando los motivos de la reunión. 

Continúa explicando que un mes después de este episodio, 

Fernando Ciatti director de inteligencia criminal le pide 

que lo fuera a buscar porque por orden de Palacios estaba en 

un programa de protección de testigos. 

En igual sentido, declaró Lucas Rodrigo Borge, 

señalando que Natiello fue citado a Pilar, y se reunió con 

el abogado Pérez Bodria. El testigo Natiello por su parte, 

también mencionó esa reunión en el estudio jurídico de Pérez 

Bodria. 

Por su parte, el testigo Gastón Rueda, que en ese 

entonces se desempeñaba en la auditoría general de asuntos 

internos, refirió haber concurrido a la fiscalía de Palacios 

con motivo de la protección de un testigo. Que en la reunión 

se encontraba presente además del fiscal Palacios, el 

dicente, la auditora general doctora Arcidíaco, el director 

del programa de protección de personas Darío Díaz y un 
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abogado de apellido compuesto, que tenía un estudio frente a 

la fiscalía. 

Se trata, corno puede apreciarse, de circunstancias 

que contribuyen a formar un cuadro de convicción acerca de 

las irregularidades que rodearon la intervención del Doctor 

Palacios en la causa que aquí se examina. 

IV.6. La extralimitación del doctor Palacios lo 

a enviar "a los efectos que correspondan" las 

que había producido en la IPP 13.625-14 al 

Tribunal en lo Criminal nro. 7 de San Isidro para la causa 

2856 seguida a Díaz por el robo agravado que ya había 

(\Ml:.~1:1.arribado a la instancia de juicio. 
l.\S l_\l,tl\i~ \)UloÓO 

or.U, 11o~e1manenlc,~1.¡unt\on1ñ01 Respecto de la irregularidad de este proceder 
,• • Ót 1i,~1111,u 1 

J. • m1e;1to • tMI f.\lt~ 
11

~ i10~\~t\adeou declararon en la audiencia ante el Jurado dos de las 

magistradas que integraron el Tribunal, las doctoras Márquez 

y Cohelo. La primera manifestó que el sobre enviado por el 

Doctor Palacios fue devuelto a su rerni tente ya que esa no 

era la vía para ingresar prueba al proceso, de manera que ni 

siquiera lo abrieron. De manera concordante, la doctora 

Cohelo manifestó que en relación a esa situación mantuvo una 

comunicación telefónica con el doctor Palacios y que se 

devolvió el sobre sin abrirlo ya que ese proceder era 

totalmente irregular. La Jueza dijo que el sobre fue 

ofrecido luego corno prueba por la defensa. 

También el testigo Carballo, de acuerdo a su 

experiencia corno Agente Fiscal explicó que el envío de 

actuaciones directamente al Tribunal podía alterar la 

estrategia del acusador y que, 

remitirse a la Fiscalía General. 

en todo caso, debían 
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Por lo tanto, no teniendo el doctor Palacios el 

carácter de parte en el juicio que se hallaba en la etapa de 

debate, a todo evento debió remitir las actuaciones al 

Fiscal que sí lo era, el doctor Callegari. O si, por 

compartir éste la fiscalía con el doctor Magaz, el doctor 

Palacios entendió -como lo alegó- que no correspondía 

hacérselo llegar a esa dependencia, entonces debió enviarlas 

a la Fiscalía General y no directamente al órgano del 

debate. 

Por lo demás, la investigación irregular del doctor 

Palacios originó que el acusado Díaz lo ofreciera corno 

testigo en el juicio oral de dicha causa 2856 con la 

finalidad de impugnar la validez de los allanamientos 

(testimonio que no fue admitido por el Tribunal en lo 

Criminal 7), según lo relataron ante este Jurado los 

testigos Márquez y Callegari -Agente Fiscal en la causa 

2856-. 

V. Como ya ha sido señalado, la vigencia de la 

Instrucción General 225/06 de la Fiscalía General de San 

Isidro al tiempo en que el señor Fiscal Palacios desarrolló 

su actividad en la denuncia formulada por Jaunarena, imponía 

la necesaria intervención de l a Unidad Funcional de 

Investigaciones Complejas, en razón de que uno de los 

presuntos implicados en las denunciadas irregularidades del 

acta de allanamiento era un funcionario público, 

concretamente el Fi scal Magaz. 

De conformidad con dicha disposición, de 

cumplimiento obligatorio para todos los agent es fiscales de 

San Isidro y vinculada a la Resolución 1390 de la 
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Procuración General, la atribución de competencias fue 

establecida de la siguiente manera; a) En las 

investigaciones penales preparatorias sustanciadas en virtud 

de hechos cometidos por funcionarios públicos en ejercicio 

de sus atribuciones, intervendrá la Unidad Funcional de 

Investigaciones Complejas, b) Ahora bien, cuando se halle 

imputado personal 

respectivos, se 

policial, 

dispone un 

actuarán los fiscales 

entrecruzamiento de 

· risdicciones. Para el caso, si los hechos acaecieron en 

serán instruidas en Pilar, c) y todavía, la 

posibilidad de instrucción por los fiscales de distrito 

tendrá lugar exclusivamente hasta el momento en que se 
r. \Ñ\t.\~tt . 

\~tl\¡o ,1 ,\lo . reciba al imputado declaración en los términos del art. 308 
O t lj \.: . , :111-\~~(l\e \ti;~ \l(\(l~(I\ \\~ 

• • ''.~0;e1l:,11;\o ~¡.;11e~ del CPP o se concluya con la evacuación de citas, pues a 
· ¡(lii» . • 6l ~11tM 

ilG~\(I~\\ • de partir entonces deberá remitirse a la Unidad de 

Investigaciones Complejas. 

Esta circunstancia 

silenciada por el enjuiciado, 

ha 

en 

sido llamativamente 

tanto ha subrayado 

reiteradamente la aplicación de la recordada Resolución 225 

sobre la base del cruzamiento de jurisdicciones dispuesto 

por esta última cuando se hallase involucrado personal 

policial. Esta previsión efectivamente lo habilitaba para 

intervenir, en tanto y en cuanto los destinatarios de la 

investigación fueran exclusivamente integrantes de aquella 

fuerza. Mas nada ha explicado, sin embargo, en relación con 

la circunstancia de la presencia del aludido Fiscal, lo que 

expresamente imponía la intervención de un órgano distinto 

dentro del Ministerio Público. 

En otras palabras, Palacios incumplió acabadamente 
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la exigencia de dar intervención a la unidad fiscal que 

regularmente debía intervenir, asumiendo por sí una labor 

para la que estaba excluido. 

Es de toda obviedad, que la actividad del 

funcionario enjuiciado debía tener lugar de conformidad con 

las normas y regulaciones que resultaban aplicables. Si bien 

es cierto que los operadores judiciales cuentan con un 

margen de libertad para decidir, ello es válido en la medida 

en que no resulte vulnerado el ordenamiento. En términos 

generales el intérprete cuenta con la posibilidad de hallar 

varias soluciones igualmente válidas, entre las cuales elige 

una de ellas, lo que remite al concepto de discrecionalidad. 

La discrecionalidad es entendida como el poder o la facultad 

para elegir entre dos o más cursos de acción, cada uno de 

los cuales es concebido como posible por el sistema de 

referencia que es el derecho. Viene a ser la libertad, poder 

o facultad que las normas del sistema jurídico otorgan 

explícita o implícitamente, para elegir entre dos o más 

soluciones posibles. Es la zona de posibilidad entre 

alternativas legítimas en oportunidad de dictar un 

pronunciamiento. Si el camino escogido se encuentra fuera de 

esa zona de posibilidades, marginado del sistema legal, la 

decisión entonces es arbitraria, a más de ilegal, en tanto 

la Instrucción General 225 emanó de la Fiscalía de Cámaras 

en el ejercicio de sus atribuciones (Ley 12.091, art. 16 

inciso 4, entonces vigente). 

Adviértase una clara distinción. No estamos 

formulando reproche por el contenido de la decisión. El 

principio general es la irresponsabilidad política de los 
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jueces y funcionarios por el contenido de sus decisiones. 

Quedan afuera de esa responsabilidad los casos de 

pronunciamientos o conductas que implican la adopción de una 

posición determinada frente a una cuestión opinable, 

susceptible de diversas interpretaciones, todas ellas 

biertas por el manto de la juridicidad. Precisamente la 

preservación de la independencia judicial impide ingresar, 

en el contexto del enjuiciamiento, en la valoración de tal o 

cual solución jurídica enmarcada debidamente en el 

'é.?-1o C,\\'Jl~~H- ordenamiento. Pero hay casos en que se evidencian 
- 111t11\t ~ti 1~1;~º(1011,iill'o 

º~l~i.~1.\nioW1~~· situaciones diversas. Una de ellas es el desvío de poder. 
1i:~~ , /¡l°lllltllOI \\ 

~1º~'11
~
11 Aquí, el Fiscal Palacios se ha apartado inexplicablemente de 

las regulaciones que lo vinculaban, asumiendo una conducta 

que le estaba expresamente prohibida. 

Por otro lado, ya se ha explicado que el doctor 

Palacios no produjo diligencias de prueba que apuntaran a 

esclarecer el delito de amenazas denunciado por Jaunarena, 

contraviniendo las disposiciones del Código Procesal Penal 

(arts. 56, 59 y concordantes). 

Ya se ha hecho, también, referencia en este voto y 

en el del Jurado doctor Allan al que adhiero, a diversos 

elementos comprobados en la causa a través de la prueba 

documental y testimonial. Entre otros, en primer lugar, el 

propio incumplimiento a la Resolución 225 mediante la 

sustanciación de una causa para la cual el Fiscal Palacios 

carecía de competencia. A lo que se agrega un conjunto de 

datos que trasuntan situaciones equívocas, confusas y por 

cierto nada corrientes. Así, abogado que cita a un Policía 

que había participado del allanamiento sugiriéndole cambiara 
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su declaración, en cuya ocasión el aquí imputado cruza a 

ambos circunstancialmente e indaga acerca de si se arribó al 

acuerdo. ( A este respecto, no tengo razones para apartarme 

del testimonio concreto y concluyente del policía Nati ello). 

Una actividad del Fiscal Palacios consistente en desplazar 

categóricamente toda investigación que tuviera relación 

est ricta con el delito de amenazas denunciado, omitiendo 

identificación de teléfonos, fechas, etc., para concentrarse 

exclusivamente en la supuesta motivació n de aquellas 

amenazas (las irregularidades del acta), a sabiendas que en 

otra causa y ante otro Fiscal estaba teniendo lugar 

precisamente la investigación de esto último a raíz de la 

denuncia efectuada por la señora de Dí az. Con más las 

inusitadas numerosas comunicaciones con esta persona, esposa 

del imputado en la causa del robo y con sus hijas, dándoles 

razón del acaecimiento de determinados actos del proceso. 

Culminado todo ello con el intento de incorporar 

documentación en ocasión del debate oral de la causa por 

robo, d~sestimado por los jueces int ervinientes por carecer 

el fiscal de legitimación para ello. 

Estas circunstancias, a mi criterio, permiten 

encuadrar la conducta del Fiscal enjuiciado, en este aspecto 

en l a hipótesis contemplada por el art. 20 de la Ley de 

Enjui ciamiento. En efecto, dicho texto consagra como causal 

de destitución la comisión de hechos cometidos con motivo o 

en ejercicio de sus funciones, que pudieren ser calificados 

como delitos dolosos por la ley vigente. No se trata de 

establecer lisa y llanamente la comprobaci ón de un delito, 

con todos los elementos que le conciernen, sino algo 
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distinto: hechos que a juicio del Jurado pudieren ser 

calificados como tales. 

En este orden, se avizora que Palacios habría 

incurrido en una conducta probablemente encuadrable en el 

tipo penal de incumplimiento de los deberes de funcionario 

púbico (art. 248 C.P.) que en su modalidad comisiva supone 

'ctar resoluciones u órdenes contrarias a las leyes y en la 

supone la obligación de realizar una conducta 

debida. En estos casos no se hace lo que la ley manda 

expresamente hacer al funcionario dentro de su órbita 

y el tipo subjetivo requiere la voluntad de no 

se sabe que 

aplicación, 

se 

que 

ha presentado una 

ello le compete 

funcionalmente y que no se la ejecuta, no obstante, la 

posibilidad de hacerlo. 

Paralelamente, la conducta enjuiciada encuadra en 

varias de las causales establecidas corno faltas por el art. 

21 de la ley de enjuiciamiento 13.661 (según ley 14.441) a 

saber; las previstas en los incisos "e" ( incumplimiento de 

los deberes inherentes al cargo), inciso "i" (graves 

irregularidades en los procedimientos a su cargo o en lo que 

hubiere intervenido) "q" ( toda otra acción u omisión que 

implique defección de la buena conducta que exige la 

Constitución para el desempeño de la magistratura) y "ñ" 

(realización de actos de parcialidad manifiesta). 

Asimismo, tengo en cuenta que conforme lo dispuesto 

en la Ley de Ministerio Público, el Agente fiscal 

desarrollará su tarea actuando con criterio objetivo. Esta 

premisa no ha sido observada en el caso por el Fiscal 
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• 
Palacios. Así lo indican las circunstancias comprobadas de 

la causa a que se ha hecho referencia en el primer voto y en 

el presente, lo que da cuenta de un inusitado e intenso 

propósito de influir o interferir en el proceso del que era 

imputado el señor Díaz. La pérdida del criterio de 

objetividad lo hace incurrir, por tanto, en el supuesto 

contemplado por el inc. ñ del mismo art. 21, realización de 

actos de parcialidad manifiesta. 

En función de todo ello, cabe recordar que el 

objetivo del instituto del juicio político, antes que 

sancionar al magistrado, radica en determinar si éste ha 

perdido los requisitos que la ley y la Constitución exigen 

para el desempeño de una función de tan alta 

responsabilidad. Y como lo difunde reiteradamente la Corte 

Suprema de la Nación, el sentido de un proceso de esta 

naturaleza es muy diverso al de las causas de naturaleza 

judicial, por lo que sus exigencias revisten una mayor 

laxitud. (Gómez Carlos, CSJ 1891/2016, del 11/6/2019, entre 

multitud de recedentes s i milares). 

Bajo e se prisma, y por todo lo expuesto, estimo que 

corresponde pronunciarse en sentido destitutorio. 

voto por la afirmativa. 
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• 
A la primera cuestión planteada, el doctor Hugo 

Francisco OROÑO, dijo: 

Adhiero a los fundamentos vertidos por el colega 

que abre el acuerdo, doctor Juan Pablo Allan, con las 

consideraciones efectuadas en su voto por el señor 

Presidente del Jurado, doctor de Lázzari, por ser ello mi 

sincera e íntima convicción (art. 48, ley 13.661). 

Voto por la afirmativa. 
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A la primera cuestión planteada, el doctor Abraham 

WAISMANN, dijo: 

Adhiero en todos sus términos y conclusiones al 

voto del señor conjuez doctor Allan, con las consideraciones 

vertidas por el señor Presidente, doctor de Lázzari. 

Sin perjuicio de ello, diré: 

De las actuaciones relacionadas, prueba producida, 

y valoración de la misma efectuada, surgen elementos 

suficientes para dar favorable acogida a la acusación. 

Considero, al igual que mis preopinantes, que el 

Fiscal Carlos Washington Palacios ha excedido los límites de 

actuación que la ley del Ministerio Público y el Código 

Procesal Penal establecen taxativamente venciendo con su 

proceder los límites del marco sancionatorio administrativo 

por vulneración del orden público, al no respetar los 

principios de legalidad y el debido proceso, promoviendo en 

una investigación acciones espurias, que van contra la 

administración de justicia y las conductas previstas en la 

ley 13. 661. 

Con andamiaje en los hechos denunciados, prueba 

incorporada y testimonios brindados, surge que el doctor 

Palacios incurrió, con sus acciones u omisiones, en las 

faltas enumeradas por los arts. 20 (art. 248, Cód. Penal) y 

21 incs. i), e), ñ) y q), de la ley de Enjuiciamiento, en 

razón de haber desvirtuado el rol institucional, 

incumpliendo los deberes inherentes al cargo que ostenta y 

produciendo la comisión de grav~s irregularidades conforme 

el inc. i); toda l o que se deriva de receptar actuaciones 

por denuncias que debían ser tratadas en sede de Unidad de 
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Investigaciones Complejas de San Isidro, comprometiendo así 

la eficacia y el decoro en la prestación del servicio de 

justicia. 

Se ha probado que el Agente Fiscal actuó en forma 

irregular e ilegal en la I. P .P 14. 02-013625-14, caratulada 

"Jaunarena, Cesar Emilio s/Amenazas", en trámite por ante la 

UFI n° 1 descentralizada de Pilar. 

La puesta en marcha de "una operación" a los fines 

de interferir en la IPP n° 14-10-1654-13, donde resultó 

condenado el señor Gorgonio Díaz por el delito de robo 

agravado, entre otras serias y graves irregularidades 

probadas en la causa. 

Se encuentra probado, entonces, que el señor Agente 

Fiscal Carlos Washington Palacios, ha perdido los requisitos 

que la ley y la Constitución exigen para el desempeño de la 

magistratura. Motivo por el que corresponde su destitución. 

Por ser estas mis más sinceras e íntimas 

convicciones, voto por la afirmativa. 

Dr. ULISES _ 
Seer: · .• .- , ,, •• del Jurado 

deEnjuicia : 1 .. _,. ... ados)'luncionuiGS 
incia de Buenos Aire. 
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• 
A la primera cuestión planteada, el doctor Hernán 

Ariel COLLI, dijo: 

En primer lugar, considero que el prolijo y 

completo relato realizado por el Dr. Allan respecto de los 

antecedentes de la presente causa y las pruebas producidas, 

tanto en la audiencia pública celebrada como la incorporada 

por lectura, hacen innecesario -por sobreabundante y dado 

que los mismos reflejan mi particular análisis sobre estos 

tópicos- agregar otros elementos, remitiéndome brevitatis 

causae a los ya expuestos y dándolos por reproducidos, 

evitándose así lecturas innecesarias • 

Asimismo, es dable adelantar que también concuerdo, 

por los fundamentos expresados, que adhiero con el voto 

formalizado por el Dr. Allan, y el criterio resolutivo 

propuesto, en el sentido de propiciar la destitución del 

funcionario involucrado. 

Por mi parte, considero relevante expresar que la 

representación de la Procuración General ha lograr acreditar 

- a partir de la prueba producida- los extremos necesarios 

para sostener la acusación misma, circunstancia que me 

permiten arribar a la convicción acerca de su procedencia, 

sin que ello venga desvirtuado por la prueba producida por 

el acusado. 

Resulta claro para el Suscripto que el Agente 

Fiscal Carlos Washington Palacios incurrió en la comisión de 

hechos cometidos con motivo o en ejercicio de sus funciones, 

que pueden ser calificados como delitos dolosos por la ley 

vigente (art. 20 de la Ley 13.661, texto según ley 14.441) 

así como también en las faltas previstas en el art. 21 incs. 
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• 
e) "incumplimiento de los deberes inherentes al cargo"; i) 

"comisión de graves irregularidades en los procedimientos a 

su cargo o en los que hubiere intervenido"; ñ) "la 

realización de actos de parcialidad manifiesta" y q) "toda 

otra acción u omisión que implique defección de la buena 

conducta que exige la Constitución para el desempeño de la 

magistratura" de la ley 13.661 (texto segfin ley 14.441). 

La conducta reprochable -a partir de la 

de los hechos en juzgamiento- permiten 

ener por acreditada el sustrato fáctico tanto de aquello 

que corresponde encuadrar en el art. 20 antes referido, como 

de las faltas individualizadas en los diferentes incisos del 

han sido mencionadas, generando su ,tt art. 2 1 que 
(\\\-}$:.\" 

i¿;ti'º~t\\~1,~~-~t·{1~esponsabilidad política en el trámite de la Investigación 
- t~\~ . \"llt~~ 

~,11(,)\I ~1~~·.\ 
\~t\l•11>·t1~'~11t~ Penal Preparatoria 13. 625-14 que instruyó como Fiscal a . ~t\llt 

~\~~,'il~\\ 
cargo de la UFI 1 de Pilar. 

El Dr. Palacios no sólo ha incumplido con las 

normas 

dictadas 

procesales 

por sus 

vigentes como tampoco 

superiores (Resolución 

con aquellas 

1390 de la 

Procuración General e Instrucción 225/06 de Fiscalía General 

departamental) atribuyéndose una competencia que no se le 

encontraba asignada, sino que también ha omitido disponer 

medidas de prueba impostergables y conducentes para la 

investigación del presunto delito denunciado, abordando la 

realización de otras que prima facie no guardaban relación 

con este objeto procesal. (ver para ello, también la prolija 

reseña efectuada en el voto del Señor Juez Dr. de Lázzari) 

Es dable apuntar, asimismo, que ha desplegado 

conductas impropias para un funcionario del Ministerio 
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Püblico Fiscal, no sólo porque no ha respetado el deber de 

objetividad que establece la Ley del Ministerio Püblico sino 

en la medida que también -y más allá que pudiera compartirse 

que se pretenda empatizar con una supuesta víctima, 

generando algün camino de comunicación más ágil- resulta 

claramente impropio de su actuación funcional el modo en que 

el mismo se ha conducido, tanto en el vínculo con los 

abogados Pérez Bodria y Español, como en la comunicación 

mantenida con la Sra. Garate y las referencia que ésta ha 

realizado en las comunicaciones con el Sr. Alcides Díaz 

Gorgonio respecto del trato mantenido con el acusado 

Palacios, así como la entrega de documentación relacionada a 

su intervención sin ningün tipo de justificación y/o 

respaldo fundado en ley. 

Ello afecta el principio de ejemplaridad con que 

los magistrados y funcionarios deben conducirse, el que 

claramente posee un estándar superior al de cualquier 

ciudadano o ciudadana, dada la responsabilidad propia de la 

elevada tarea confiada a los mismos. 

Se destacan las manifestaciones del testigo Gustavo 

Logozzo, de las que surge la llamativa situación en que los 

abogados Español y Pérez Bodria -con la anuencia del Dr. 

Palacios- aparecen inmiscuyéndose en las actuaciones y 

asumiendo roles propios de funcionarios püblicos, siendo que 

no se ha acreditado que revistieran esa condición. 

Finalmente, debo destacar que la actividad de la 

defensa del acusado se ha limitado a sostener una particular 

interpretación de las normas vinculadas a la competencia 

funcional del Sr. Agente Fiscal, la que -por su parte-
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resulta desacertada, y en empeñarse en argumentar -a lo 

largo de las actuaciones- sobre una supuesta conspiración en 

su contra, vinculada a factores ajenos a la causa concreta 

objeto de análisis pero contextualizado en una problemática 

del Ministerio Público departamental mucho más extensa y 

compleja. 

Estos argumentos -en forma ostensible- no resultan 

para exonerar la responsabilidad en que incurrió 

Palacios. Ello sin perjuicio de las eventuales 

responsabilidad de otros funcionarios del Ministerio 

Público, que ya han sido establecidas o que se encuentran en 

trámite de dilucidación. 

Tampoco 

supuestas 

incide sobre 

deficiencias 

la 

del 

resolución del presente, 

acta del allanamiento 

marco de la IPP en la que se investigaba el 

robo en el domicilio de la familia Galmarini-Massa, no sólo 

porque la misma no se podía encontrar involucrada en la 

investigación penal por el delito de amenazas que había 

iniciado el Dr. Palacios, máxime cuando siquiera -y aunque 

conforme se dij o no poseía "prima facie" competencia para 

ello- se ordenó alguna medida vinculada concretamente a la 

misma. 

A modo de conclusión, corresponde recordar que no 

es función de este Jurado efectuar el juzgamiento penal de 

los hechos que son objeto de su intervención, sino 

exclusivamente determinar si los jueces o funcionarios 

judiciales han incurrido en mal desempeño en sus funciones, 

cesando de esta manera la "buena conducta" que resulta 

condición indispensable, de acuerdo a las prescripción del 
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artículo 176 de la Constitución de la Provincia de Buenos 

Aires, en concordancia con el art. 11 O de la Constitución 

nacional . 

En razón de lo expuesto, y en modo concordante con 

mis colegas, se comparte que la calificación de un 

determinado tipo penal se efectúa dentro del marco 

constitucional específico, sin que resulte exigible la 

certeza propia de la actividad jurisdiccional encargada de 

investigar el hecho ilícito penal, sino la conclusión 

obtenida en el nivel lógico de conocimiento propio del 

juzgamiento político, al sólo efecto de verificar la causal 

de destitución mencionada (doctr. S.J. 16/08 "Gómez", 

veredicto y sent. de 25-III-2013; S. J. 320/15 "Velázquez", 

veredicto y sent. de 20-IX--2017; S.J. 165/11 "Ates", 

veredicto y sent. de 12-III-2018; S.J. 313/15 "Arias" 

veredicto y sent. de 15-VIII-2018). 

En ese contexto y acotado margen de entendimiento, 

la conducta objeto de acusación resultaría subsumida corno 

delito en la ley penal vigente, en los términos del artículo 

248 del Código Penal . 

Bajo ese análisis, el doctor Palacios ha perdido 

las condiciones que suponen su continuidad en su función, 

estimando que corresponde dictar veredicto y sentencia en 

sentido de su destitución. 

Voto por la afirmativa. 



• 
A la primera cuestión planteada, el doctor Santiago 

Eduardo REVORA, dijo: 

Adhiero al detallado relato de antecedentes, 

fundamentos y soluciones brindadas en el voto del doctor 

Juan Pablo Allan, con las demás consideraciones efectuadas 

por el Presidente de este Jurado, doctor de Lázzari. 

Sin ánimo de realizar repeticiones innecesarias 

teniendo en cuenta el pormenorizado análisis de las 

probanzas efectuadas en los votos a los que adhiero, sólo 

resalto la convicción que generaron en mi decisión las 

declaraciones vertidas por las juezas del Tribunal Oral 

Criminal que intervinieron en la causa seguida al prefecto 

Gorgonio Díaz, en el sentido de lo irregular que les 

pareció el intento del Dr. Palacios de incorporar la IPP 

13.625 al referido proceso prácticamente sobre el inicio del 

mismo y sin conocimiento alguno por parte de su par del 

Ministerio Público Fiscal asignado al juicio oral. 

Voto, en consecuencia, por la afirmativa. 

Dr. ULISES ALBERTO ·l{EZ 
Smewicíc1:nanen erad~ • 

de Enjuiciam1,,1tc de 1 • dos r fcnt!~r.~¡c¡ 
Prov' • ueno! f.~c5 
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A la primera cuestión planteada, 

Graciela Beatriz AMIONE, dijo: 

la doctora 

Adhiero al voto emitido por los doctores Allan y de 

Lázzari, y habré de efectuar ciertas apreciaciones. 

Con relación a la primera cuestión planteada he de 

manifestar que de la prueba recibida en autos tanto la oral 

como la incorporada por lectura, permiten llegar a la 

conclusión que el Agente Fiscal Carlos Washington Palacios 

incurrió en el ejercicio de sus funciones en hechos que 

pueden ser calificados como delitos y faltas previstas en 

los artículos 20 y 21 de la ley 13.661 (según ley 14.441). 

De dichas pruebas se tuvo por acreditado que entre 

fines de noviembre de 2014 y principios de marzo de 2015, el 

Agente Fiscal perteneciente al Departamento Judicial de San 

Isidro en la Pcia de Bs.As. a cargo de Unidad Funcional No.1 

con sede en Pilar con la intervención de al menos tres o 

cuatro personas más en el marco de la IPP 14-02-13625-14, 

llevó a cabo una serie de acciones irregulares contrarias a 

su deber de objetividad. 

Que en noviembre de 2014 se presenta en dicha 

fiscalía una denuncia efectuada por el señor César Emiliano 

Jaunarena, con el patrocinio de una abogada, manifestando 

haber sido víctima de amenazas telefónicas y que personas 

extrañas seguían sus pasos, solicita ser convocado a 

audiencia para ampliar sus dichos por encontrarse en riesgo 

su integridad física y la de su familia. 

Con fecha 25 de noviembre de 2014 el fiscal 

Palacios recibe declaración testimonial a Jaunarena quien en 
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• 
esa oportunidad manifiesta que las amenazas telefónicas 

tenían vinculación con su actuación como testigo de dos 

allanamientos efectuados en el domicilio del Sr. Alcides 

Díaz Gorgonio ocurridos en la localidad de Rincón de 

Milberg, partido de Tigre, y del acta que los documentaba en 

la IPP 1654-13. IPP seguida contra el prefecto Díaz 

orgonio por el delito de robo agravado cuyas víctimas 

fueran la familia Massa-Galmarini. 

Según los dichos del testigo Jaunarena en dicha 

diligencia se encontraba presente el fiscal Magaz quien saca 

un fajo de dólares y seis fajos de pesos y que, antes de 
• l\:.~l'.-1. • 

:1;oC:.\~h- - firmar el acta, el testigo quiso leerla pero que el policía 
'1 \',t-1.\. \ ~ \••\<.~~ '(l'ó 

\ P ~ ii~\1\~ C~ ,.., ~V.,t,í\fl_.t,""f._f.\ 
Qt,\) .,it\)i1~'i,\V;\,i,~\1t.~·,J .... le dijo que no hacía falta leerla ya que se había hecho 

.. . ... ~ce.e ,;1 ~ '1'\'PS 
~\~.t~W,•·\ \) Ct 1e,~t1).t. , ..... 
~ ~11$l's,c,. constar menos plata que la que en realidad se había 

encontrado. 

Agrega que igual leyó y vio que se había consignado 

"mil y pico de dólares y cuarenta mil pesos", y que en el 

segundo allanamiento sólo habían encontrado veinticinco mil 

pesos. 

Al mismo tiempo, manifiesta que días posteriores 

declaró ante el Fiscal que investigaba el robo, quien le 

dijo que "no diga que se encontró más dinero de lo que 

estaba escrito", que el declarante firmó en esos términos su 

declaración y "que se secuestró lo que estaba escrito en el 

papel que le hicieron firmar en la Comisaría". 

;¡aunarena manifiesta en su declaración ante 

Palacios que sospechaba que las amenazas provenían de 

"personal policial de Tigre para que siempre declare lo que 

se escribió en los papeles del allanamiento". 
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• 
El doctor Palacios en su declaración prestada por 

ante este Tribunal manifestó que se encontraba habilitado 

para investigar no sólo las amenazas sino todo lo 

concerniente a los allanamientos y su documentación por los 

posibles ilícitos que se podrían haber cometido. 

El doctor Palacios explicó los alcances de la 

Instrucción General 225/2006 y que la denuncia por amenazas 

de Jaunarena haciendo referencia a las irregularidades en 

los allanamientos lo facultaba a ocuparse también de esta 

última cuestión. 

La Instrucción General antes aludida establecía, 

para el caso de encontrarse imputado personal policial, un 

sistema de investigaciones cruzadas entre fiscalías ubicadas 

en diferentes localidades para evitar que el mismo fiscal 

que trabajaba habitualmente con ciertas dependencias 

policiales fueran quien debiera investigar los delitos que a 

los mismos se le atribuyeran. De tal forma, hechos cometidos 

por funcionarios policiales en el Distrito de Tigre debían 

dilucidarse en el Distrito de Pilar. 

En la Instrucción General 225/2006 también se 

dispuso la creación de la 

Investigaciones Compleja para 

Unidad Funcional 

la intervención en 

de 

las 

investigaciones penales preparatorias para el caso de hechos 

cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de sus 

atribuciones. 

desconocía, 

convincente. 

Resolución 

por lo que 

que 

su 

el doctor Palacios no 

explicación no resulta 

A partir de la declaración de Jaunarena en cuanto 

señala al Fiscal Magaz como funcionario interviniente en los 
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• 
allanamientos antes aludidos, el doctor Palacios debió 

atenerse a la Instrucción General 225/2006 y remitir las 

actuaciones a la Unidad Funcional de Investigaciones 

Complejas, para investigar lo referido a los allanamientos. 

No obstante lo cual, el Fiscal Palacios mantiene la causa en 

la fiscalía a su cargo con el argumento de que los imputados 

eran miembros de la policía. 

Resulta claro conforme lo antes relatado y otros 

'ndicios que se indicarán, que el doctor Palacios se 

extralimitó investigando supuestas irregularidades en los 

allanamientos dejando de disponer de medidas de prueba 

fundamentales para la dilucidación de las amenazas. 

Es de destacar también que el ingreso al sistema 

:¡oG\Wl\:\{\:!.del ministerio público de la IPP, sin consignar información 
l\\.\,r.\\ ,lt\\~1.lio ·~ 

Qt,ú'-' ,1 úLhtr.•~~~: 60~-¡\~1,ú~t1i11 para su fácil ubicación, lo era en miras de conservar su 
' ' • /it \~,;i,,I• · , ,,m¡,;1,~ . i tMI ~itt~ 

o~ · ~1~~\t1,1•6t u intervención vinculada a los allanamientos, investigación 

esta que -reitero- no le correspondía. 

Por su parte, el Fiscal Palacios no procuró 

disponer como primeras medidas para investigar las supuestas 

amenazas al señor Jaunarena las conducentes para establecer 

a través de las empresas de telefonía celular, si el señor 

Jaunarena y su madre tenían o habían sido titulares de 

líneas telefónicas para intentar establecer la procedencia 

de dichas amenazas, y su contenido, solicitando también y 

con precisión las fechas en que dichas amenazas ocurrieron. 

El testigo Mauricio Albareda Instructor de la 

Fiscalía Tigre Centro explicó cuáles eran las diligencias 

necesarias a los efectos identificar titularidad de líneas, 
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la cantidad de líneas por equipo, diligencias éstas no 

llevadas a cabo por el Fiscal Palacios. 

La Secretaria de la Fiscalía del doctor Palacios -

doctora Basiglio- manifestó entre otras cuestiones que el 

Fiscal Palacios durante la feria judicial se llevó a su casa 

el expediente iniciado con la denuncia de Jaunarena. 

Asimismo manifestó dicha testigo, que personal de Asuntos 

internos de la policía como asimismo los abogados Pérez 

Bodria concurrían a hablar con el Fiscal. También el testigo 

Jarish manifestó que el Fiscal Palacios se había llevado la 

causa a su casa durante las vacaciones y que, cuando esa 

causa fue solicitada, no la pudieron remitir. 

También es de destacar la coincidencia temporal 

entre la denuncia efectuada por Jaunarena por amenazas, con 

la petición de la señora Garate por ante el Fiscal Scapolan, 

solicitando a éste el desarchivo de la I.P.P. 8783 en la 

cual la nombrada había denunciado un robo que la damnificó 

durante los allanamientos. 

Destaca el testigo Logozzo, que era llamativa la 

intervención de los abogados Español y Perez Bodria quienes 

aparecieron en diversas instancias procesales del sumario 

administrativo seguido a Diaz Gorgonio, solicitándole además 

-al testigo- que les diera el domicilio de Jaunarena. Según 

declaró el testigo Logozzo, y por instrucción del doctor 

Palacios, el señor Jaunarena fue puesto bajo custodia en un 

programa de protección de testigos. Que posteriormente 

Logozzo debió ir a buscar al Sr. Jaunarena, a pedido del 

Director de Inteligencia Criminal y por orden del doctor 

·Palacios. 
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El testigo Lucas Rodrigo Borge sefialó que Natiello 

fue citado a Pilar y se reunió con el abogado Pérez Bodria. 

Que el testigo Natiello también mencionó esa reunión. 

En el marco de las irregularidades antes 

mencionadas, el doctor Palacios procedió a remitir "a los 

efectos que correspondan" las actuaciones que había 

producido en la IPP 13625-14, al Tribunal en lo Criminal Nº 

de San Isidro para ser agregado a la causa 2856 seguida a 

Gorgonio por el robo agravado que ya había llegado a 

instancia de juicio. Lo expuesto surge de las declaraciones 

prestadas ante el jurado por las doctoras Márquez y Cohelo 

,rz.magistradas que integraron el Tribunal en lo Criminal Nº 7 
o(,\\-~~\,. 

\\.~él\Í t 11111,li~ • pe San Isidro . 
\)t, lj\. . út tt111,of ~~;t ¿~, l1~1,ú~11i11~ 

, .'., óe\~¡,~11.I• •. 
· 1"""·~ .• , i~e1,~11,iie~ Al mismo tiempo, debemos reiterar que el Fiscal 

~ Vl~~¡¡,,1~ ue 

-
Palacios incumplió con la Instrucción General 225/06 

vinculada con la Resolución 1390 de la Procuración General-

en tanto tomó intervención en una causa cuya competencia era 

de la Unidad Funcional de Investigaciones Complejas en razón 

de que uno de los presuntos implicados en las denunciadas 

irregularidades del acta de allanamiento era un funcionario 

público, el Fiscal Magaz. Que de dichas circunstancias el 

doctor Palacios no ha dado ninguna razón que justifique su 

irregular accionar. 

Por todo lo expuesto, lo hechos y actos aquí 

enjuiciados encuadra en varias de las causales establecidas 

como faltas por el art. 21 de la ley de enjuiciamiento 

13.661 (según ley 14.441) a saber; las previstas en los 

incisos "e", "i" , "q" y "ñ" y como se dijera, en la posible 

comisión de delitos (art. 248 C.P.). 
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Por todo lo expuesto, estimo que corresponde 

pronunciarse 

afirmativa. 

en sentido 

TO GIMEl~tz 
manen11 cel Jurado 

, o de M,Jistrad-0: r I uncionarios 
mfncia de nuenoi Aires 

destitutorio. Voto por la 
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A la primera cuestión planteada, el doctor Pablo 

Esteban PERRINO, dijo: 

Adhiero, en todos sus términos a los fundamentos y 

conclusiones del voto del Jurado Juan Pablo Allan y del 

doctor Eduardo Néstor de Lázzari. 

La prueba recibida en la audiencia pública y la 

incorporada por lectura a este juicio, permiten afirmar que 

la conducta 

Washington 

desplegada 

Palacios en 

por 

el 

el 

marco 

Agente 

del 

Fiscal 

trámite 

Carlos 

de la 

Investigación Penal Preparatoria 13.625-14 que instruyó como 

Fiscal a cargo de la UFI 1 de Pilar encuadra en las causales 

previstas en los arts. 20 (en función del art. 248 del 

ix\\\'..t Código Penal), y 21 incs. "e", "i", "ñ" y "q" de la ley 
r~\-.' -

-<C)'-" ~il .... 
t~' •,'\~1t ·~t•''"º 13 661 t t ~ L 14 441 t d 1 1 ' t. f. . ,i,¡,,'-:'.~,..,,~- • - ex o segun ey . - , o o o cua JUS 1 ica su 

~\,\e,<;-• .' t\'<-:.1 ,,¡ói~' ' -~~'> 
\)t• ? :,¡.~,~~:~~~;~it~,\~ destitución. 

\t.~ ~\~'<~l.\ 
En efecto, como se explica en el fundado voto del 

doctor Allan, la abundante prueba producida en estas 

actuaciones demuestra que el acusado incurrió en diversas y 

graves irregularidades y desvíos -con la consecuente 

interferencia- en la tramitación de la IPP 13. 625-14. En 

particular cabe señalar: 1) No haber efectuado medida alguna 

destinada a verificar la existencia de las amenazas 

telefónicas denunciadas por el Señor Jaunarena; 2) solicitar 

la realización de una pericia planimétrica, lo cual excedía 

el objeto de su investigación; 3) la extraña intervención de 

personas ajenas a la investigación, como los abogados 

Esteban Español y Pérez Bodria y su relación con el 

enjuiciado. En tal sentido, cabe destacar el llamativo 

encuentro llevado a cabo un día sábado en Pilar con doctor 
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Pérez Bodria y el Comisario Natiello, en el cual el 

enjuiciado le preguntó al nombrado funcionario policial: 

"¿Ya está todo bien? ¿Está todo para declarar?"; 4) el flujo 

de comunicaciones entre el abogado y el doctor Palacios 

producido ese mismo día; 5) la improcedente forma en que 

intentó hacer valer la prueba producida en la IPP 13.625 en 

el debate oral que se le seguía por el delito de robo al 

prefecto Gorgonio Díaz, violentando todos los principios que 

rigen la actuación del Ministerio Público; 6) la entrega de 

copias de la IPP nº 13.625 que efectuó el acusado en la vía 

pública a la señora Garate que, no era particular 

damnificada ni revestía el carácter de parte en las 

actuaciones; 7) la escucha telefónica en la cual 

sugestivamente el enjuiciado le solicita a la señora Garate 

que no hablen más de manera telefónica porque podrían estar 

sus teléfonos intervenidos y que "esta manga de delincuentes 

no quería saber la verdad de lo que pasó en los 

allanamientos"; 8) el incumplimiento de lo dispuesto en la 

Instrucción General 225/06 de la de la Fiscalía General de 

San Isidro, vigente al tiempo en que el señor Fiscal 

Palacios desarrolló su actividad en la denuncia formulada 

por Jaunarena, que imponi a la necesaria intervención de la 

Unidad Funcional de Investigaciones Complejas, en razón de 

que uno de los presuntos implicados en las denunciadas 

irregularidades del acta de allanamiento era un funcionario 

público (el Fiscal Magaz). 

En definitiva, en estas actuaciones, a pesar de los 

vanos esfuerzos de la defens a, ha quedado comprobado la 

existencia de múltiples y graves desvíos incurridos por el 
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señor agente fiscal Palacios en la tramitación de la IPP 

13,625, que trasuntan la extralimitación en el ejercicio de 

sus funciones y un obrar violatorio del deber de objetividad 

propio de su cargo. 

Por todo lo expuesto, como quedó establecido, 

considero que la conducta del enjuiciado encuadra en lo 

dispuesto en los artículos 20 (248 C.P.) y 21 incs. "e", 

"i", "ñ" y "q" de la Ley de Enjuiciamiento. 

Voto por la afirmativa. 

Or. ULISES /\LB Gll~l:.lff.Z 
Semlérk r te c·1lJurao~ • 

de Enjukia¡,¡k, agistrado1 r I un¡¡on1r105 
,cia de Bueno¡ &ice¡ 
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A la primera cuestión planteada, el doctor Julio 

Marcelo DILEO, dijo: 

I. Adhiero al voto de los doctores Allan y de 

Lázzari y adiciono las siguientes consideraciones. 

II. Sobre las coincidencias temporales entre la 

denuncia de amenazas a Jaunarena y el accionar de la señora 

Garate, a la sazón esposa de Díaz, y la omisiva conducta del 

Fiscal Palacios (quien pese a su reconocida hiperactividad 

al decir de algunos de los testigos que depusieron en la 

audiencia oral), al no realizar las actuaciones y o medidas 

"de manua l " para encauzar una investigación de amenazas, han 

sido suficientemente abordadas por el conjuez doctor Allan 

y, en virtud de coincidir plenamente, en lo relativo al 

análisis y conclusiones a ellas me remito. 

II. Dejo de lado el accionar omisivo pero no menos 

importante de Palacios para adentrarme sucintamente en lo 

que, a mi modesto entender, constituyó una actividad propia 

de quien interesadamente y a sabiendas, llevó adelante un 

sinnúmero de conductas tendientes a neutralizar, mediante 

una intromisión desmesurada y desligada por completo de 

bases legales y formales que le dieran cobertura procesal 

legítima, una investigación penal ajena absolutamente a la 

órbita de su actuación, que deviene de las normas 

establecidas en el Código Procesal Penal (ley 11.922 y 

modificatorias, ley de Ministerio Público -nº 12.061-, 

Resoluciones de la Procuración -nº 1390/01-y de la Fiscalía 

General -nº 225/06-); muy a pesar de que vanamente éstas han 

sido citadas reiteradamente por el enjuiciado y su defensa 
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como aquellas que le otorgaban sustento a su reprochable 

conducta funcional. 

II.1. En este discurrir digo entonces que, el 

requerimiento mediante oficios a las empresas telefónicas de 

llamadas entrantes y salientes de los funcionarios 

policiales actuantes en los allanamientos producidos en el 

marco del robo del que resultara victima la familia Massa, 

en fechas ajenas a la supuesta amenaza sufrida por 

aunarena, son, conjuntamente con la pericia planimétrica 

ordenada en el domicilio de Díaz, una cabal demostración que 

adita elementos cargosos del accionar doloso e irregular del 

hl~iencartado, en el sentido supra referido. 
~~\""' 

x.~''\i~~r,~\,~t,{,li> II. 2. Sumo a los indicios señalados los dichos del 
~fc.\l. ~\\\W 

,,~ 'it\111~ · '\•~~ .. 
\)\·" .,~. ,,~~t;t\l,•tit~,\~\\t'> comisario Natiello los que, a la luz de la 

•• ¡11\t;.\\. ·i~~· 
\\~'\\t.~ 

lectura de un 

la lego inclusive, dan cuenta y convicción sincera sobre 

evidente dirección de la actividad de Palacios que, a las 

evidencias me remito, no podía ser otra que la de quien, 

conocedor minucioso de los intríngulis de una investigación 

penal y su manejo, buscaba "aliados" confiables, 

estratégicos, para que, deponiendo en la causa, inclinaran 

la balanza hacia sus oscuros designios. 

II. 3. En el mismo sentido deben interpretarse el 

flujo de llamadas telefónicas entre celulares de actores de 

esta siniestra trama, a saber, Pilacios y Pérez Bodria. 

II.4. Destaco, por contundentes y a mi juicio, 

certeros los testimonios aportados por las doctoras Márquez 

y Cohelo, Juezas del Tribunal Oral n° 7, quienes dan su 

versión sobre la extrañeza que les había causado el inédito 

-por inusual- accionar de Palacios y ante ello, la 
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resolución que tomaron ipso facto, de devolver el sobre a su 

emisor. 

III. Por otra parte, aprecio como debidamente 

satisfechos los requisitos formales y materiales que dimanan 

de los principios de congruencia, defensa en juicio, 

demostración de la responsabilidad endilgada por la parte 

acusadora y sentencia ajustada de derecho. Ello, toda vez 

que ha resultado norma de este jurado el respeto irrestricto 

del derecho de defensa en juicio puesto que la aplicación e 

interpretación de este derecho debe efectuarse a la luz de 

la naturaleza del juicio que nos ocupa, y su tutela puede 

ser salvaguardada de distintas formas, así como su 

apreciación no puede soslayar los caracteres del proceso y 

la materia con la que se vincula. 

En cuanto al principio de congruencia doy por 

sentado que este Tribunal político, cualesquiera fueran las 

peticiones de la acusación y de la defensa, debe precisar la 

figura que juzga, en plena libertad y con exclusivo 

sometimiento a la ley, sin otro condicionamiento que el de 

restringir las conclusiones a los hechos que fue~on la 

materia del juicio. 

En lo atinente a, la libre convicción, debe 

destacarse que es el sistema que permite al juez elegir y 

valorar las pruebas en clave basada en su sentencia sin 

limitación alguna y solamente de acuerdo con el personal 

criterio en el que se haya formado, y se apoya en la lógica 

jurídica y el sano juicio que determina el hecho probado 

para calificarlo, llevando incito la valoración legal. La 
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valoración del fallo a der ser autosuficiente y con la 

propia e intransferible fuerza de convicción. 

El juzgador forma su convicción a través de los 

elementos de prueba que estima esenciales y suficientes para 

resolver la litis, sin necesidad de referirse a la totalidad 

de las probanzas producidas y que resulten decisivas y que 

comprometan la situación jurídica de la parte, pudiendo 

omitir algún medio y modo probatorio que no tiene 

trascendencia y que no puede oponerse a los analizados. 

La convicción judicial es, en definitiva, el 

resultado de la valoración de los hechos y de las pruebas 

confrontadas con los preceptos legales pertinentes y se 

traduce en un proceso psicológico donde ha mediado una 

operación lógica, que subsume los hechos y las pruebas 

sometidas a juicio, y que produce seguidamente en el ánimo 

certeza acerca del hecho enjuiciado. 

En cuanto a las motivaciones, no necesarias de 

objetivizar en este acto procesal correspondiente a un 

juicio de responsabilidad política como el que nos ocupa, no 

quiero dejar de mencionar las que supongo existieron y 

fueron, parte inspiradora del acciona+ censurable del doctor 

Palacios. Advierto que para mí la tan. mentada grieta no sólo 

afectó o afecta a la comunidad política sino que 

lamentablemente- se extiende a toda la sociedad y en lo 

referente al caso que nos ocupa, para situarlo en tiempo y 

espacio, al Ministerio Público del Departamento Judicial de 

San Isidro. Aserto que, reitero, corre por mi cuenta y 

orden. 
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Es por ello que entiendo que se construyó un 

valladar pétreo que impidió a los sectores alineados en los 

distintos frentes armonizar, confraternizar, actuar armóni ca 

y razonablemente o sea,con los criterios necesariaos para 

hacer cabalmente su rol especifico, de acuerdo a la ley y 

las resoluciones. 

Por el contrario a la luz de los que conocemos 

cada interprete -seguramente secundario- actuó con coraza y 

blandiendo armas non santas en pos de derrotar a un supuesto 

enemigo sin advertir que el perjuicio fundamental era a la 

justicia y a su credibilidad ante la sociedad. 

Lo dicho supra no pretende ser un sermón o 

apostolado, pero si una reflexión en pos de lo que debe ser 

para una futuro necesario, factible e imaginable. 

Voto por la afirmativa. 

Dr.ULISES ALB~"T0 r.:•-! ~NEZ 
Secretario Permanente del Jv,ado 

dtEf!Juíciamiento de Magistrados y funclon1rios 
,. rroYínliidt Buenos Aire¡ 

' -
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• 
A la segunda cuestión planteada, el doctor Juan 

Pablo ALLAN dijo: 

Conforme a lo expuesto y al resultado al que se 

arribara -por unanimidad-, en la cuestión precedente, 

corresponde disponer la destitución del señor Agente Fiscal 

a cargo de la Unidad Funcional de Instrucción nº 1 

descentralizada de Pilar, Departamento Judicial San Isidro, 

doctor Carlos Washington Palacios, así como su 

inhabilitación para ocupar en adelante otro cargo judicial 

(arts. 18 inc. d] y 48, primer párrafo, ley 13.661), por 

encontrarlo incurso en las causales previstas en los arts. 

2 O ( en función del art. 2 4 8 del Código Penal) , y 21 incs. 

"e", "i", "fi" y "q" de la ley 13.661 -texto seg6n Ley 

14.441-. 

Doy así mi voto por la afirmativa, conforme mi 

sincera e íntima convicción. 

ES ALBERTO GIMENEZ 
•. s:ert_lario Permanente del Jur.do 

En¡umam,ento de Migistrados y funcionarios 
Provincia de Burnos Aire¡ 
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A la segunda cuestión planteada, los doctores 

Guillermo Ricardo CASTELLO, Eduardo Néstor DE LAZZARI, Hugo 

Francisco OROÑO, Abraham WAISMANN, Hernán Ariel COLLI, 

Santiago Eduardo REVORA, Graciela Beatriz AMIONE, Pablo 

Esteban PERRINO y Julio Marcelo DILEO dijeron: 

Conforme al resultado de la primera cuestión y 

compartiendo lo sostenido precedentemente por el doctor Juan 

Pablo Alan, corresponde disponer la destitución del doctor 

Carlos Washington Palacios, Agente Fiscal a cargo de la 

Unidad Funcional de Instrucción nº 1 descentralizada de 

Pilar, Departamento Judicial San Isidro, por encontrarlo 

incurso en las causales previstas en los arts. 20 (en 

función del art. 248 del Código Penal), y 21 incs. "ell, "ill, 

"fill y "qll de la ley 13.661 -texto segfin Ley 14.441-. 

Votamos por la afirmativa. 
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A la tercera cuestión planteada, los doctores 

Guillermo Ricardo CASTELLO, Eduardo Néstor DE LAZZARI, Hugo 

Francisco OROÑO, Abraham WAISMANN, Hernán Ariel COLLI, 

Santiago Eduardo REVORA, Graciela Beatriz AMIONE, Pablo 

-Esteban PERRINO y Julio Marcelo DI LEO dijeron: 

Que adhieren al voto del doctor Juan Pablo Allan, 

en tanto conforme lo dispuesto en el artículo 45, última 

parte, de la ley 13.661 ( texto según Ley 14.441), 

corresponde imponer las costas en el orden causado. 

Así lo votamos. 
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• 
A la tercera cuestión planteada, el doctor Juan 

Pablo ALLAN, dijo: 

En virtud del resultado al que se arribara en la 

cuestión precedente y lo dispuesto en el artículo 45, última 

parte, de la ley 13.661(Texto según Ley 14.441), corresponde 

imponer las costas en el orden causado. 

Así lo voto. 
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///PLATA, 29 de noviembre de 2019. 

SENTENCIA 

El Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados y 

Funcionarios de la Provincia de Buenos Aires en los autos 

S.J. 333/15, caratulados "Pal.acios, Carl.os Washington, 

Agente Fiscal. a cargo del.a UFI nro. 1 Distrito Pil.ar del. 

Departamento Judicial. San Isidro s/ Requerimiento" y su 

acumulado S.J. 357/16 caratulado "Pal.acios, Carl.os 

ashington, Agente Fiscal. a cargo del.a UFI nro. 1 Distrito 

del. Departamento Judicial. San Isidro si Comisión 

Bicameral. -Denuncia", integrado por los doctores Eduardo 

Néstor de LÁZZARI, los señores Con jueces doctores Hernán 

G~~~ttAriel COLLI, Graciela Beatriz AMIONE, Pablo Esteban PERRINO 

s . ~:;~~~;;~~~~~\\\~ Abraham WAISMANN, y los señores Legisladores doctores 
'\' \ • ·~1\\\li• :f~,.11~·. ó 

\){,U ~\t\ • ~\\\_o~· ~\¼~ • ·1 .~~~~ ~, ... ~'-~"'-'-~ Julio Marce lo DILEO, Guillermo Ricardo CASTELLO, y Rugo *~ '\\\¿\\~ 

Francisco OROÑO, Santiago Eduardo REVORA, y Juan Pablo 

ALLAN., actuando como Secretario el doctor Ulises Alberto 

Giménez, de conformidad al veredicto precedente y en virtud de 

lo estatuido en los artículos 176, 182, 184 y 185 de la 

Constitución Provincial y los artículos 12, 18, 45, 46 y 48 

de la ley 13.661 -texto modificado leyes 13.819, 14.088,14.348, 

14.441 y 15.031-, 

RESUELVE: 

I. Por UNANIMIDAD de los miembros presentes 

DESTITUIR, por las causales previstas en los artículos 20 

en función del art. 248 del Código Penal, y 21 incs. "e", 

"i", "fi" y "q" de la ley 13.661 -texto segün Ley 14.441-, 

al señor Agente Fiscal a cargo de la Unidad Funcional de 
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Instrucción Nro. 1 distrito de Pilar, Departamento Judicial 

San Isidro, doctor Carios Washington Palacios (arts. 18 inc. 

d] y 48 de la ley 13.661). 

II. Decretar su inhabilitación para ocupar en 

adelante otro cargo judicial (art. 48, primera parte, de la 

Ley 13.661). 

III. Imponer las costas en el orden causado (art. 

45 de la ley 13.661). 

IV. Poner en conocimiento de la Fiscalía General del 

departamento Judicial de San Isidro, mediante adjunción de copia 

certificada del veredicto y del presente resolutorio. 

V. Comunicar a la Procuración General de la 

Suprema Corte de Justicia lo aquí resuelto con adjunción 

del testimonio de la sentencia, y disponer que a través de 

su Secretaría de Administración proceda, a partir de la 

efectiva notificación, a cesar los pagos que se efectúan en 

virtud de lo dispuesto por el artículo 35 de la Ley 13.661. 

VI. Tener presente la reserva del caso Federal 

efectuado por la Defensa. 

VII. Poner en conocimiento de la Suprema Corte de 

Justicia, del · Poder Ejecutivo -Ministerio de Justicia- y 

del Consejo de la Magistratura el presente resolutorio, con 

adjunción de copias certificadas del mismo. 

Regístrese, comuníquese y notifíquese a las 

partes. 

Eduard 
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---

Pabl PEU.Tino 

Ju 

isco Oroño 

-

• 

Guillermo Ricardo Castello 

Giménez 
Secretario 
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